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SEGURIDAD SOCIAL / REVISIÓN DICTAMEN DE INVALIDEZ O EMITIR UNO NUEVO RESPECTO DE LAS MISMAS PATOLOGÍAS / DEBIDO PROCESO –VULNERACIÓN DOBLE INSTANCIA/  REVOCA Y CONCEDE.
Le corresponde determinar a esta Corporación si en el presente caso la tutela resulta ser el mecanismo judicial idóneo para ordenar a la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ efectuar una revisión de su dictamen de invalidez o emitir uno nuevo con respecto a la señora MARTHA ADRIANA BETANCURT SALAZAR, conforme a los parámetros en los cuales fue sustentado el recurso de apelación en contra del dictamen expedido por la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ. 

(…)

Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, considera esta Colegiatura que, contrario a lo dicho por parte de la Juez de primer nivel en las consideraciones de su decisión, en este asunto sí están dados los presupuestos para acceder a la solicitud de protección constitucional reclamada, pues nos encontramos ante una flagrante vulneración a las garantías fundamentales de la señora MARTHA ADRIANA, en especial en lo que tiene relación con su derecho fundamental al debido proceso en el ámbito de la doble instancia, para comprobar tal vulneración, no es necesario hacer un análisis muy profundo, basta con partir de los siguientes hechos claves que nos llevan a tal conclusión: 

1. Mediante Dictamen No. 42007553-86 del 30 de enero de 2017 (Ver folio 61), la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ determinó que la señora BETANCURT SALAZAR tenía una PCL de 42.71%, decisión  frente a  la cual, durante el día noveno –calendario- se presentó por parte de su apoderado judicial el correspondiente recurso de apelación, el cual fue recibido directamente en esa Junta Regional como puede evidenciarse en el folio 65 del expediente. 

2. A pesar de la interposición del mentado recurso, y como sostuvo esta Colegiatura en la decisión anterior, dicho trámite, incomprensiblemente dejó de ser tramitado por el superior funcional para efectos de desatar la alzada. Así lo expuso la Junta Nacional de Calificación de Invalidez cuando se pronunció sobre el presente asunto y puntualizó que allí sólo se hizo un pronunciamiento respecto del recurso presentado por la ARL SURA, acerca del origen de las patologías valoradas, puesto que la parte aquí accionante no presentó ninguna controversia, afirmación que es a todas luces equivocada, conforme a la documentación obrante en el expediente que da cuenta del recibido de dicho memorial en la JUNTA REGIONAL el día 7 de febrero de 2017, lo que permite inferir que, cuando menos, debió habérsele informado si era que su solicitud no tenía vocación de prosperar, y por qué razón, o cuál debía ser el trámite a seguir a continuación, mas no guardar silencio como finalmente decidió hacer.  

(…)

En ese orden de ideas, entendiendo que el derecho aquí quebrantado de forma directa es el del debido proceso, y que éste además guarda conexidad con el derecho fundamental a la seguridad social de la señora MARTHA ADRIANA, precisamente porque lo que busca con el dictamen no es un mero concepto, sino verificar si de aquel se desprende el eventual cumplimiento de uno los requisitos de base para hacerse acreedora a una pensión de invalidez, considera esta Colegiatura que es necesario tutelar sus prerrogativas fundamentales, para lo cual se habrá de revocar la decisión de primera instancia, y en su lugar, se dejará sin efectos la ejecutoria del dictamen de invalidez proferido por la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ el 2 de agosto de 2017; de igual forma, se le ordenará a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ que en el improrrogable término de 72 horas, proceda a expedir con destino a su superior funcional el dictamen completo de invalidez correspondiente a la señora MARTHA ADRIANA BETANCURT SALAZAR, junto con el recurso de alzada presentado por su apoderado judicial, con el fin de que en esa Corporación se resuelvan los aspectos que fueron materia de apelación en su momento.  
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el apoderado judicial de la señora MARTHA ADRIANA BETANCURT SALAZAR, como parte accionante dentro del presente asunto, contra la decisión tomada por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad el 20 de junio del año que avanza, mediante la cual declaró improcedente la acción de tutela instaurada en contra de la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ.
ANTECEDENTES:

Manifestó el accionante que su representada, la señora MARTHA ADRIANA BETANCURT SALAZAR, es una persona de 49 años de edad, que ha dedicado toda su vida a labores manuales en la industria textil, y en desarrollo de esas actividades ha cotizado en COLPENSIONES. 
Refirió que desde el 19 de octubre de 2016 solicitó ante dicha administradora de pensiones que se diera inicio a un trámite de calificación de pérdida de capacidad laboral, por lo que inicialmente fue valorada por parte de ASALUD, entidad que la dictaminó con un porcentaje de invalidez del 42.5%, con fecha de estructuración del 12 de septiembre de 2016, por los diagnósticos de: trastorno depresivo recurrente, lesión del nervio cubital, síndrome del manguito rotatorio y lumbago no especificado. 

El aludido dictamen fue recurrido, por lo que la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA resolvió el recurso mediante dictamen que le otorgó a la señora BETANCURT SALAZAR un porcentaje de PCL del 42.71%, de origen común, con fecha de estructuración del 12 de septiembre de 2016. Sin embargo, algunas enfermedades que padece la señora MARTHA ADRIANA no fueron tenidas en cuenta dentro de la valoración, tales como: síndrome del túnel carpiano, epicondilitis media, mononeuropatía del miembro superior, tenosinovitis de estiloides radial –de Quervain-, trastorno depresivo recurrente, síndrome de manguito rotador, trastorno de dolor persistente somatomorfo y compresiones de las raíces y plexos nerviosos en trastornos de los discos intervertebrales.  
Inconforme con esa última decisión, presentó también recurso de apelación ante la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, con la cual pidió que se tuvieran en cuenta las mencionadas patologías de su prohijada, y además, se le sumara a ese dictamen el porcentaje de 12.45% reconocido en el año 2014 por esa misma Junta, pidiendo entonces que se le otorgara un porcentaje de PCL superior al 50%. No obstante, la aludida Corporación desestimó su apelación y además desconoció el puntaje reconocido por la JUNTA REGIONAL, con lo cual faltó a su deber legal de realizar una valoración integral. 

Posteriormente se presentó un derecho de petición ante la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, con el cual solicitó la revisión del dictamen basando tal solicitud en los mismos argumentos planteados en esta oportunidad, sin embargo, dicha entidad se negó a estudiar su petición por haber cobrado firmeza el concepto cuestionado.  
PRETENSIONES:
Con fundamento en lo anterior, solicitó que se protejan los derechos fundamentales a la vida, debido proceso, salud, seguridad social, igualdad y dignidad humana de la señora MARTHA ADRIANA, y como consecuencia de ello, se ordene a la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, que revise el dictamen de invalidez que se le realizó a su representada el 5 de agosto de 2017, o en su defecto, proceda a emitir un nuevo dictamen, con el fin de que se valoren a profundidad las pruebas aportadas, y así obtener una calificación integral.  
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 
La presente acción de tutela fue tramitada por parte del Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, Despacho en el cual se profirió sentencia el día 18 de abril de 2018, en la que se resolvió declarar improcedente la protección constitucional reclamada; dicha decisión fue objeto de impugnación por parte del apoderado judicial de la señora Martha Adriana, y arribó a esta Colegiatura, donde se resolvió por medio de auto del 30 de mayo de 2018, decretar la nulidad del fallo, ello por cuanto se estimó necesaria la vinculación a este asunto de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda. 
Así las cosas, por medio de auto del 5 de junio de 2018, el Juzgado de primer nivel acogiéndose a tal disposición procedió a la vinculación de la mencionada entidad. Sin embargo, durante el término de traslado, dicha Junta Regional decidió guardar silencio.  

Una vez realizado nuevamente el estudio de la situación fáctica planteada, el Juzgado de conocimiento se mantuvo en su decisión inicial de considerar improcedente la acción de tutela, decisión que estuvo fundamentada básicamente en que existe otro mecanismo de defensa judicial al que puede acudir el actor ante la jurisdicción ordinaria laboral, por lo que consideró que no es pertinente la intervención del Juez Constitucional, especialmente porque no se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable, por ser inminente, grave, urgente e impostergable el amparo que se reclama. 
También puntualizó la Juez cognoscente que si el dictamen de pérdida de capacidad laboral expedido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez tuvo lugar el 2 de agosto de 2017, no era aceptable el hecho de que la solicitud de revisión y corrección de ese dictamen se hubiera instaurado ante esa Junta apenas 4 meses después de su expedición, es decir, cuando ya se encontraba en firme. 
FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN:
El accionante presentó escrito el 27 de junio de 2018, mediante el cual impugnó la decisión de instancia. Para el efecto, explicó que su representada fue calificada en primera oportunidad por parte de ASALUD, donde se profirió dictamen el día 14 de noviembre de 2016. Inconforme con éste, interpuso recurso de apelación, de manera que la segunda valoración la realizó la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, donde se profirió un nuevo dictamen, pero en dos documentos separados: en uno se pronunció sobre el origen de las enfermedades, y en el otro sobre la PCL y la fecha de estructuración. 

Tampoco estuvo de acuerdo con este último, por lo que nuevamente presentó recurso para que se resolviera lo pertinente en la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, pero dicha Corporación desestimó la apelación, y además pasó por alto el puntaje reconocido por parte de su inferior, pues con la expedición del nuevo, dejó sin porcentaje alguno el anterior, así las cosas, considera que el último dictamen carece de información suficiente para adelantar cualquier tipo de trámite con él. 
Cuestionó el actuar de la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN, pues asegura que él presentó el recurso dentro del término legal, y por lo tanto era deber de esa entidad dirimir la controversia, pero no lo hizo. 
En ese orden de ideas, le parece injusto que se le obligue a su representada a acudir a la jurisdicción ordinaria, cuando ha sido la entidad accionada la que ha faltado a su deber constitucional y legal y además ha ocultado información fundamental para que el juez de tutela pueda tomar una decisión acertada. 

Así mismo, le parece que la Juez Cognoscente fue inflexible al presumir que la afectación de los derechos fundamentales de su representada no es definitiva, y que por lo tanto, puede esperar un año para ser calificada nuevamente. 

Bajo dichos argumentos, solicitó que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar acceder a las pretensiones planteadas en su escrito inicial.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

Le corresponde determinar a esta Corporación si en el presente caso la tutela resulta ser el mecanismo judicial idóneo para ordenar a la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ efectuar una revisión de su dictamen de invalidez o emitir uno nuevo con respecto a la señora MARTHA ADRIANA BETANCURT SALAZAR, conforme a los parámetros en los cuales fue sustentado el recurso de apelación en contra del dictamen expedido por la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ. 
El amparo previsto en el artículo 86 superior, como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
. Consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

Sobre el debido proceso.

El artículo 29 Constitucional consagra el debido proceso como un derecho de rango fundamental, el cual debe garantizarse en el trámite de todas las actuaciones judiciales y administrativas, ello en aras de garantizarle a cualquier individuo contra quien se siga un proceso judicial, o una actuación administrativa, la oportunidad de ser oído, de presentar pruebas y controvertir las existentes, tener pleno conocimiento de cada una de las etapas y términos que se tienen para el desarrollo de la actuación, y los recursos que proceden contra las decisiones de la administración, así como el tiempo que se tiene para interponerlos. Frente a ello ha dicho la máxima guardiana constitucional: 

“El debido proceso tiene un ámbito de aplicación que se extiende a todos los tipos de juicios y procedimientos que conlleven consecuencias para los administrados, de manera que a éstos se les debe garantizar la totalidad de elementos inherentes a este derecho fundamental. De otra parte, y específicamente en lo que hace relación con los procedimientos administrativos, es necesario precisar que el derecho con que cuentan los ciudadanos, relativo a la posibilidad de controvertir las decisiones que se tomen en dicho ámbito es consubstancial al debido proceso. Si bien ambas son garantías que se derivan del principio de legalidad, son dos caras de la misma moneda, esto es, mientras que el derecho a cuestionar la validez de las decisiones funge como garantía posterior, las garantías propias del derecho fundamental al debido proceso, tales como (i) el acceso libre y en igualdad de condiciones a la justicia; (ii) el acceso al juez natural; (iii) la posibilidad de ejercicio del derecho de defensa (con los elementos para ser oído dentro del proceso); (iv) la razonabilidad de los plazos para el desarrollo de los procesos; y, (v) la imparcialidad, autonomía e independencia de los jueces y autoridades, son elementos que deben ser garantizados durante el desarrollo de todo el procedimiento, y apuntan, principalmente, a brindar garantías mínimas previas. En efecto, los elementos del debido proceso arriba enumerados buscan garantizar el equilibrio entre las partes, previa la expedición de una decisión administrativa. Por el contrario, el derecho a cuestionar la validez de la misma, hace parte de las garantías posteriores a la expedición de la decisión por parte de la autoridad administrativa, en tanto cuestiona su validez jurídica”
 (negrillas y subrayas por fuera del texto original).
Así las cosas, ninguna actuación que se lleve a cabo por parte de la administración, puede hacerse con desconocimiento de las formas legales establecidas para cada tipo de juicio, proceso o actuación administrativa que se lleve en contra de los administrados. Ahora, concretándonos en lo atinente al derecho de defensa y contradicción, el principio de doble instancia y el derecho de la persona a ser escuchada, dijo esa Alta Corte en Sentencia C-034 de 2014: 
“(…) Esas garantías se encuentran relacionadas entre sí, de manera que -a modo de ejemplo- el principio de publicidad y la notificación de las actuaciones constituyen condición para el ejercicio del derecho de defensa, y la posibilidad de aportar y controvertir las pruebas, una herramienta indispensable para que las decisiones administrativas y judiciales se adopten sobre premisas fácticas plausibles. De esa forma se satisface también el principio de legalidad, pues solo a partir de una vigorosa discusión probatoria puede establecerse si en cada caso se configuran los supuestos de hecho previstos en las reglas legislativas y qué consecuencias jurídicas prevé el derecho para esas hipótesis.

Una de las notas más destacadas de la Constitución Política de 1991 es la extensión de las garantías propias del debido proceso a las actuaciones administrativas.
 Ello demuestra la intención constituyente de establecer un orden normativo en el que el ejercicio de las funciones públicas se encuentra sujeto a límites destinados a asegurar la eficacia y protección de la persona, mediante el respeto por sus derechos fundamentales. El Estado Constitucional de Derecho es, desde esta perspectiva, un conjunto de garantías de esos derechos, al tiempo que las normas que determinan la estructura del Estado y sus instituciones deben interpretarse en función de esas garantías. En la sentencia C-980 de 2010, señaló la Sala Plena:

“Así entendido, en el ámbito de las actuaciones administrativas, el derecho al debido proceso hace referencia al comportamiento que deben observar las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones, en cuanto éstas se encuentran obligadas a “actuar conforme a los procedimientos previamente establecidos en la ley, con el fin de garantizar los derechos de quienes puedan resultar afectados por las decisiones de la administración que crean, modifican o extinguen un derecho o imponen una obligación o una sanción”
|| 5.5. En el propósito de asegurar la defensa de los administrados, la jurisprudencia ha señalado que hacen parte de las garantías del debido proceso administrativo, entre otros, los derechos a: (i) ser oído durante toda la actuación, (ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso”.
  

En concordancia con lo anterior, y en cuanto al principio de la doble instancia y el derecho de contradicción frente a los dictámenes de invalidez expedidos por las Juntas de Calificación, éste se manifiesta con claridad bajo los parámetros de la Ley 100 de 1993. Así, por ejemplo, el artículo 41 de dicho Estatuto especifica que que: “Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES- (…) determinar en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco (5) días.”. De igual forma, es clara esa normal al indicar que “A la Junta de Calificación Nacional compete la resolución de las controversias que en segunda instancia sean sometidas para su decisión por las Juntas Regionales.”.
Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, considera esta Colegiatura que, contrario a lo dicho por parte de la Juez de primer nivel en las consideraciones de su decisión, en este asunto sí están dados los presupuestos para acceder a la solicitud de protección constitucional reclamada, pues nos encontramos ante una flagrante vulneración a las garantías fundamentales de la señora MARTHA ADRIANA, en especial en lo que tiene relación con su derecho fundamental al debido proceso en el ámbito de la doble instancia, para comprobar tal vulneración, no es necesario hacer un análisis muy profundo, basta con partir de los siguientes hechos claves que nos llevan a tal conclusión: 

1. Mediante Dictamen No. 42007553-86 del 30 de enero de 2017 (Ver folio 61), la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ determinó que la señora BETANCURT SALAZAR tenía una PCL de 42.71%, decisión  frente a  la cual, durante el día noveno –calendario- se presentó por parte de su apoderado judicial el correspondiente recurso de apelación, el cual fue recibido directamente en esa Junta Regional como puede evidenciarse en el folio 65 del expediente. 

2. A pesar de la interposición del mentado recurso, y como sostuvo esta Colegiatura en la decisión anterior, dicho trámite, incomprensiblemente dejó de ser tramitado por el superior funcional para efectos de desatar la alzada. Así lo expuso la Junta Nacional de Calificación de Invalidez cuando se pronunció sobre el presente asunto y puntualizó que allí sólo se hizo un pronunciamiento respecto del recurso presentado por la ARL SURA, acerca del origen de las patologías valoradas, puesto que la parte aquí accionante no presentó ninguna controversia, afirmación que es a todas luces equivocada, conforme a la documentación obrante en el expediente que da cuenta del recibido de dicho memorial en la JUNTA REGIONAL el día 7 de febrero de 2017, lo que permite inferir que, cuando menos, debió habérsele informado si era que su solicitud no tenía vocación de prosperar, y por qué razón, o cuál debía ser el trámite a seguir a continuación, mas no guardar silencio como finalmente decidió hacer.  

Con base en lo que viene de decirse, resulta claro que la acción de amparo constitucional no sólo es procedente, sino además necesaria para enderezar la gestión desplegada por la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ en cuanto al trámite, o más bien a la falta de gestión que le impartió al recurso instaurado por la parte aquí accionante, pues es claro que lo que se cuestiona en este asunto no es el contenido, ni mucho menos el fondo de su decisión, sino el hecho de haber faltado a su deber legal de remitir a su superior la totalidad de las decisiones allí adoptadas para que se hiciera una valoración en segunda instancia respecto del estado de invalidez de la señora BETANCURT SALAZAR.   

En ese orden de ideas, entendiendo que el derecho aquí quebrantado de forma directa es el del debido proceso, y que éste además guarda conexidad con el derecho fundamental a la seguridad social de la señora MARTHA ADRIANA, precisamente porque lo que busca con el dictamen no es un mero concepto, sino verificar si de aquel se desprende el eventual cumplimiento de uno los requisitos de base para hacerse acreedora a una pensión de invalidez, considera esta Colegiatura que es necesario tutelar sus prerrogativas fundamentales, para lo cual se habrá de revocar la decisión de primera instancia, y en su lugar, se dejará sin efectos la ejecutoria del dictamen de invalidez proferido por la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ el 2 de agosto de 2017; de igual forma, se le ordenará a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ que en el improrrogable término de 72 horas, proceda a expedir con destino a su superior funcional el dictamen completo de invalidez correspondiente a la señora MARTHA ADRIANA BETANCURT SALAZAR, junto con el recurso de alzada presentado por su apoderado judicial, con el fin de que en esa Corporación se resuelvan los aspectos que fueron materia de apelación en su momento.  
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, el 20 de junio de 2018, para en su lugar tutelar los derechos fundamentales al debido proceso y seguridad social de los cuales es titular la señora MARTHA ADRIANA BETANCURT SALAZAR.
SEGUNDO: INVALIDAR la ejecutoria del dictamen de invalidez de la señora MARTHA ADRIANA BETANCURT SALAZAR, proferido por la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ el 2 de agosto de 2017.
TERCERO: ORDENAR a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ que en el improrrogable término de 72 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a remitir con destino a su superior funcional el dictamen completo de invalidez correspondiente a la señora MARTHA ADRIANA BETANCURT SALAZAR, junto con el recurso de alzada presentado por su apoderado judicial, con el fin de que en esa Corporación se resuelvan los aspectos que fueron materia de apelación en su momento.  

CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia C-1189 de 2005, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Ver, sentencias C-096 de 2001 (MP. Álvaro Tafur Galvis), C-1114 de 2003 (MP. Jaime Córdoba Triviño. SV. Marco Gerardo Monroy Cabra, Rodrigo Escobar Gil, Eduardo Montealegre Lynnet. SPV. Clara Inés Vargas Hernández y Manuel José Cepeda Espinosa y AV. Manuel José Cepeda Espinosa), C-980 de 2010 (MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), C-012 de 2013 (MP. Mauricio González Cuervo) y C-016 de 2013 (MP. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.


� En los considerandos sucesivos, la exposición toma como fundamento, principalmente, las sentencias C-089 de 2011 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva), C-980/10 (M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo) y C-012 de 2013 (MP. Mauricio González Cuervo). Sin embargo, destaca la Sala que esas consideraciones corresponden a una doctrina pacífica, constante y uniforme sobre el alcance del debido proceso administrativo; sus relaciones y diferencias con el debido proceso judicial. 


� Sentencia T-653 de 2006 (MP. Humberto Antonio Sierra Porto).


� C-980/10. En la sentencia C-598/11 complementó la Corte: “El derecho al debido proceso administrativo se traduce en la garantía que comprende a todas las personas de acceder a un proceso justo y adecuado, de tal manera que el compromiso o privación de ciertos bienes jurídicos por parte del Estado a sus ciudadanos no pueda hacerse con ocasión de la suspensión en el ejercicio de los derechos fundamentales de los mismos. Es entonces la garantía consustancial e infranqueable que debe acompañar a todos aquellos actos que pretendan imponer legítimamente a los sujetos cargas, castigos o sanciones como establecer prerrogativas (Sentencia T-1263 de 2001). Si bien la preservación de los intereses de la administración y el cumplimiento de los fines propios de la actuación estatal son un mandato imperativo de todos los procedimientos que se surtan a este nivel, en cada caso concreto debe llevarse a cabo una ponderación que armonice estas prerrogativas con los derechos fundamentales de los asociados” (Sentencia T-772 de 2003). Refiriéndose también al alcance específico del debido proceso administrativo, en un asunto relativo a la importancia de las notificaciones de los actos administrativos que afectan situaciones particulares y concretas, explicó la Corporación: “Específicamente, el debido proceso administrativo se consagra en los artículos 29, 6 y 209 de la C.P. Y la jurisprudencia lo ha definido como: ‘(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal’ (…) con dicha garantía se busca ‘(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados’. […] el desconocimiento del debido proceso administrativo, supone también la violación del derecho de acceso a la administración de justicia y transgrede los principios de igualdad, imparcialidad, publicidad, moralidad y contradicción que gobiernan la actividad administrativa”. [C-012 de 2013 (MP. Mauricio González Cuervo]
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